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Esta obra es producto del esfuerzo mancomunado de manera inicial por dos miembros 
académicos mi alma mater la dra. Shirley Mayerli Barreto Mogollón y el dr. Jesús Parada 
Uribe quienes partieron junto a mí, buscando como puerto final la tesis de Maestría que 
logramos en la Universidad de Medellín, a partir de allí retomé mi trabajo doctoral con el 
beneplácito de mis coequiperos en la tesis de Maestría. Posteriormente se enfiló la 
investigación haciendo énfasis en la problemática procesal y sustancial en la protección de 
los derechos de las uniones de hecho o formas análogas a la vida marital buscando ilustrar 
las variantes desde la perspectiva desde la fuente formal y material del derecho tomando 
como punto de partida la sociedad de hecho concubinaria pasando posteriormente a la unión 
marital de hecho entre compañeros permanentes, debido a que hay posiciones encontradas 
en la doctrina frente a la universalidad o no de la sociedad patrimonial  y a partir de allí 
permitir que aun sin disolución se pueda intentar a través de una pretensión declarativa la 
existencia y posterior disolución y liquidación de la relación more uxorio, cumpliendo esta 
con los presupuestos subjetivos y objetivos de la unión marital de hecho.  
 
La presente obra pretende en su primer capítulo realizar una aproximación del concepto de 
familia desde su etimología, posteriormente se describe la protección constitucional, legal 
y jurisprudencial que recibe la familia en Colombia, a destacando dos fallos por la relevancia 
y pertinencia, el concerniente a la igualdad de derechos entre el matrimonio y la unión 
marital de hecho, y de los derechos que emanan de estos, para terminar el capítulo reseñando 
el fundamento de derecho internacional que blindan la protección de la familia en Colombia 
desde el Bloque de Constitucionalidad. En el segundo capítulo se estudiará el régimen 
patrimonial desde la definición conceptual, los principales tipos de regímenes patrimonial y 
su relación con el principio de compensación de Rawls que viene materializado en el 
principio constitucional de protección al más débil. Para establecer más claridad se estudian 
los regímenes patrimoniales, primero en el matrimonio se describe la sociedad conyugal y 
sus causales de disolución, y en la unión marital de hecho se describe la sociedad patrimonial 
entre compañeros permanentes, la existencia de esta, su disolución y liquidación, para cerrar 





dos uniones de maritales de hecho y por consecuente no es posible que concurran dos 
sociedades patrimoniales en la misma vigencia, lo anterior para explicar la confusión de los 
patrimonios, en el último punto de este capítulo se estudia la sociedad de convivencia, desde 
su concepto jurídico y elementos de la sociedad. En el capítulo tercero se aborda la unión 
marital de hecho en Colombia, en el que se inicia describiendo la unión marital de hecho 
haciendo una reseña desde la legislación y jurisprudencia colombiana, específicamente, 
desde la ley 54 de 1990, para describir los elementos tales como la aptitud marital de los 
miembros de la pareja y su legitimación marital, la comunidad de vida, la permanencia 
marital, y la singularidad marital, concluyendo esta fase desde la constatación de la ausencia 
de vínculo matrimonial entre los compañeros permanentes, después se aborda la unión 
marital de hecho como un estado civil describiendo su naturaleza jurídica, y su 
interpretación como sociedad, institución, contrato y hecho jurídico. En el capítulo cuarto 
se estudia la sociedad de hecho concubinaria en Colombia, estudiando su concepto, 
características, su clasificación y los elementos indispensables para que exista, dentro de 
este mismo capítulo también se hace el estudio de la sociedad de hecho entre concubinos 
analizando la sentencia de constitucionalidad 239 de 1994, a partir de la cual, en este texto, 
se hace el estudio del concubinato en Colombia, la sociedad de hecho entre concubinos,  los 
elementos que la conforman tale como el ánimo de asociación, de lucro, la aportación de 
vienes, y sus requisitos para su existencia, entre estos, la affectio societatis, la affectio 
maritalis, el ánimos societatis, para estudiarla más adelante desde la jurisprudencia 
colombiana determinando las diferencias entre la unión marital de hecho y el concubinato, 
la eliminación del impedimento de surgir la sociedad de hecho concubinaria del 
concubinato, las diferencias de la regulación para la disolución, y liquidación de la sociedad 
de hecho de los concubinos y de la sociedad patrimonial de los compañeros permanentes, la 
regla de determinación en la que la preexistencia de la sociedad conyugal no impide la 
formación de la sociedad de hecho entre concubinos, y finaliza con el especial énfasis en el 
trabajo de la mujer como aporte a la sociedad. En el capítulo quinto se determinan los 
problemas procesales asociados a las uniones de hecho, se inicia describiendo 
detalladamente los elementos del derecho procesal que se ven afectados tales como el acceso 
a la administración de justicia, la función jurisdiccional, el rol del juez en el Estado Social 





principios básicos del proceso como la bilateralidad de la audiencia, oralidad, y la 
inmediación, mas adelante se aborda la descripción de la jurisdicción especial o 
especializada para referenciar el ámbito de la pretensión procesal en las relaciones análogas 
a la vida conyugal, y la legitimación activa y pasiva en la demanda de la sociedad de hecho, 
las medidas cautelares a tomar en el proceso determinadas por su instrumentalidad, 
homogeneidad, proporcionalidad, provisionalidad, temporalidad, y variabilidad, a partir de 
esta disección de las medidas cautelares se establecen algunos criterios valorativos o 
presupuestos para decretar medidas cautelares como el fumus boni iuris, el periculum in 
mora y la caución, por último y para finalizar este capitulo se estudia la decisión judicial 
desde su estructura material y formal en los litigios sobre unión marital de hecho, y de ella 
como se materializa la cosa juzgada en los juicios de sociedades de hecho y sus aspectos 
adversos como la cosa juzgada aparente, la insuficiencia de prueba y el control de la 
pretensión. Como último capítulo se estudia la problemática sobre la prueba en los procesos 
sobre uniones de hecho, se exponen sus generalidades y se hace especial énfasis en el 
derecho a la prueba, del que derivan otros derechos como a utilizar los medios de prueba, a 
la admisibilidad, practica y valoración de los mismos, en el siguiente punto se estudia con 
mucho rigor la prueba indiciaria desde los otros medios probatorios como la declaración de 
parte, el testimonio de terceros, la pericia, la documental, las presunciones legales y 
judiciales, la confesión, la carga de la prueba y la interpretación judicial.  
En este trabajo se utilizó la metodología del derecho comparado, a nivel legal y 
jurisprudencial para diferenciar el trato a las figuras jurídicas en distintos países como 
también se aplica el método de interpretación constructiva y los criterios de racionalidad 
jurídica en el análisis legal y jurisprudencial de la normatividad Colombia la cual desarrolla 
cronológicamente la evolución de la institución como las diferentes interpretaciones que ha 













1. El concepto de familia ha venido cambiando paulatinamente, y su estructura clásica se ha 
abierto para recibir otros conceptos propios de los hechos sociales modernos, es así como la 
familia en el mundo estableció nuevos paradigmas a partir de instrumentos internacionales 
como la Declaración de los Derechos Humanos en 1948, el Pacto de los derechos civiles y 
políticos en 1966, y la Convención Americana sobre derechos humanos en 1969, entre 
muchos otros tratados y convenios internacionales, en Colombia se afianzaron nuevas 
formas de familia con la promulgación de la ley 54 de 1990, y con la promulgación de la 
Constitución Política de 1991 que en su artículo 42 estableció el marco constitucional de 
protección a la familia en Colombia, tan importante fue que por el desarrollo constitucional 
ha permitido que grupos de personas que estaban fuera de ella ahora hagan parte de esta, es 
así como la situación que no había sido tratada desde el campo del derecho permitió que 
bajo el ropaje de las demandas de constitucionalidad se fuese dando el reconocimiento de 
derechos a las parejas homoparentales como: a la porción conyugal, la adopción, a la 
vocación hereditaria y a la celebración del matrimonio, entre otros. Actualización normativa 
que pone a Colombia en sintonía con los demás ordenamientos jurídicos de mundo 
occidental quienes son precursores de este tipo de derecho, afianzado por la vigencia 
indiscutida a nivel internacional de los tratados y convenios internacionales que consagran 
una definición de familia abierta a la interpretación sin delimitación por razones biológicas 
o jurídicas, conformando al día de hoy un bloque de constitucionalidad desde el artículo 93 
de la Constitución Política de Colombia. 
 
2. El régimen patrimonial es el conjunto de situaciones económicos surgidas por mandato 
legal en razón a hechos sociales y paradigmas culturales, en el derecho colombiano se 
encuentran un sin número de regímenes patrimoniales como la separación de bienes o sin 
comunidad, el régimen supletorio, el dotal, el régimen de comunidad, régimen de 
comunidad de adquisiciones a título oneroso y régimen de participación de gananciales, este 
último bajo el principio de igualdad establecido en el artículo 13 de la Constitución equipara 
los efectos patrimoniales de la sociedad conyugal y la sociedad patrimonial entre 





cuanto al origen de la familia. De igual manera se pudo establecer que frente al tema de las 
uniones maritales, esta reconocida como estado civil, no permite que exista pluralidad de 
ellas en cabeza de un compañero pues la condición de indivisible del estado civil y de 
singularidad, como elemento esencial de la unión marital, proscribe la pluralidad de esta, 
ahora, en la sociedad patrimonial por su condición de universal no pueden existir pluralidad 
de sociedades patrimoniales en cabeza de los compañeros. La universalidad de la sociedad 
patrimonial y la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes es lo que protege el 
artículo segundo de la ley 54 de 1990, indicando que no podrán coexistir por cuanto se daría 
la confusión de los patrimonios, pero ello indefectiblemente la norma indica que solo cuando 
se encuentre disuelta el patrimonio universal y este se convierta en individual es lo que 
permite el surgimiento de un nuevo patrimonio universal. 
 
El legislador y la jurisprudencia han tratado de corregir la desprotección a las personas que 
integran una relación de unión de hecho, posibilitando el acceso a la justicia mediante el 
reconocimiento de legitimación, no obstante, no hay igualdad procesal debido a que la ley 
mantiene discriminación y protege con mayor eficacia a las parejas que se vinculan a través 
del matrimonio. Específicamente, existen diferencias cuando se trata de pretensiones de 
carácter patrimonial, para lo cual el legislador ha empleado diversas técnicas, entre ellas, las 
presunciones, así, cuando existe vínculo matrimonial se resume la formación de patrimonio 
comunitario, por el mero hecho del vínculo, mientras que para las parejas de hecho exige 
otros requerimientos, y lo niega las parejas de hecho en situación de concubinato.   
 
3. La unión marital de hecho en Colombia es la conformada de una pareja que se une con la 
voluntad responsable de constituir una familia, sin distinción de sexo, genero u orientación 
sexual, analizándose desde su concepción clásica de unión marital hasta las mas recientes 
versiones que incluyen las tendencias universales de familias homoparentales donde el 
elemento de procreación sucumbe por el de la solidaridad y por el apoyo mutuo con la 
posibilidad, en nuestro país y en otros Estado, de poder adoptar. La previsión que se 
establece en el artículo 2° de la ley 54 de 1990, modificada por la Ley 979 de 2005, de que 
cuando exista una unión marital de hecho por un lapso no inferior a dos años e impedimento 





siempre y cuando la sociedad o sociedades conyugales anteriores hayan sido disueltas y 
liquidadas por lo menos un año antes de la fecha en que se inició la unión marital de hecho, 
puede constituirse sociedad patrimonial de hecho; el enunciado descrito si bien encuentra 
fundamento en que no podrán coexistir dos sociedades patrimoniales vigentes con el objeto 
de proteger los derechos patrimoniales y financieros de cada uno de los acreedores,  
incluyendo el patrimonio adquirido en la relación concubina como el  perteneciente a un 
enlace matrimonial o unión de hecho precedente, quien ejerza como tercero aportante al 
incremento de los bienes  se encuentra en una situación de desprotección manifiesta, por 
cuanto, es una pretensión que no puede ser exigida judicialmente. 
 
La desprotección a la que se hace referencia se sustenta en cuanto el tercero que para el 
efecto, es referido al integrante de la pareja concubina que inicia su relación sentimental sin 
sociedades patrimoniales vigentes, en caso de separación, no podrá acceder a la cuota parte 
del patrimonio al que conjuntamente ha aportado si su pareja no accede a liquidar la 
sociedad anterior de conformidad con la norma ley 54 de 1990 modificada por la ley 979 de 
2005 referida. 
 
Por consiguiente, el integrante de la pareja concubina aun cuando por medio del poder 
judicial pretenda iniciar una acción que le permita obtener reconocimiento de la 
conformación de la unión de hecho, no es posible que junto con ella se derive la declaración 
de la sociedad patrimonial, por cuanto los efectos jurídicos de la unión no tendrán mayor 
validez para el efecto. Así, la única posibilidad de acceder a su patrimonio es probar la 
existencia de la sociedad de hecho concubinaria, la cual por ser una institución comercial, 
exige una carga adicional a quien pretender probarla. 
 
4. La sociedad de hecho concubinaria es el resguardo a una relación heterosexual donde uno 
de los integrantes tenía un vínculo marital, ítem paradigmático del siglo XX. El 
empoderamiento social ha permitido que en el ámbito vernáculo se reconozca de manera 
primigenia al concubinato como oposición al matrimonio, tímidamente la jurisprudencia de 
la Corte Suprema de Justicia sostuvo que el trabajo común de los concubinos con ánimo de 





través de la institución jurídica de la unión marital de hecho consagrada en la ley 54 de 1990 
modificada por la Ley 979 de 2005. La Corte Suprema de Justicia reconoció que las uniones 
surgidas con anterioridad a esta ley le aplicaban plenamente los efectos de esta, por supuesto 
previa verificación de los presupuestos necesarios para proceder a su declaración. 
También conforme a la jurisprudencia la sociedad de hecho concubinaria se destaca que en 
si misma esta posee los factores esenciales que la legislación consagra para la constitución 
de cualquier otra forma de familia, entiéndase por lo anterior, la institución jurídica y 
contractual del matrimonio o la unión marital de hecho. En consecuencia, la aptitud marital 
de los miembros de la pareja, comunidad de vida y permanencia marital, son algunos de los 
elementos que esta sociedad posee y que la hacen merecedora de un trato legislativo 
igualitario en cuanto a derechos patrimoniales, que para el caso en concreto se sintetiza en 
la mayor desventaja que este modo de unión indica. 
 
Así, el hecho de que uno de los miembros de la pareja concubina sobre la cual 
potencialmente podría presumirse una sociedad de hecho concubinaria, mantenga una 
sociedad patrimonial precedente sin disolución, impide que para efectos patrimoniales la 
pareja en el evento de separación acceda de manera igualitaria a los beneficios que ostenta 
el matrimonio o la unión marital de hecho, esto es, recibir la cuota parte del patrimonio 
adquirido en compañía de su concubino.  
 
No obstante, esta limitación no es absoluta, ya que como se ha evidenciado es posible 
recurrir, con una suerte de requisitos adicionales, a la acreditación de la sociedad de hecho 
concubinaria configurada como una figura jurídica de naturaleza comercial que permitirá 
liquidar la sociedad patrimonial adquirida. Sin embargo, la adicionalidad de exigencias que 
para los miembros de la pareja concubina se revela como un comportamiento social tratado 
con desigualdad por la legislación y la jurisprudencia. 
 
Por consiguiente, el desconocimiento de los derechos patrimoniales de la pareja que 
comparte un vínculo concubinario afectivo y fruto de la cual se ha construido un patrimonio 
conjunto, conlleva una violación del derecho de igualdad originado en la concepción que se 





sociedad de hecho y para ser reconocida como sociedad, y no como unión entre concubinos, 
se debe observar la actividad en común que entre ellos se realice. 
 
Para que la sociedad de hecho pueda acreditarse, tal como se ha descrito en los acápites 
precedentes, es necesario que: todos los socios sean legalmente capaces. El animus 
contrahendae societatis de todos ha de ser explicito, es decir, debe manifestarse de manera 
expresa el propósito de formar la sociedad ha de ser querido por todos los socios, en una 
conformidad deliberada, consciente y libre de las voluntades de los contratantes en un 
mismo jurídico; y finalmente, todos los socios han de  cumplir su obligación  de aportar. 
Por consiguiente, tal como se observa,  estos requisitos son circunstancialmente diferentes 
a los que por naturaleza el concubinato posee, por lo que en las relaciones de pareja en la 
que uno de sus miembros no esté en la capacidad económica de aportar al crecimiento del 
patrimonio y corolario a lo anterior, tampoco sea posible liquidar la sociedad patrimonial 
vigente por falta de voluntad de su pareja, el tercero se encontrará desprotegido por ley para 
acceder a la cuota parte de su patrimonio. Lo que significa que aquellos aportes misceláneos 
o personales quedan sin posibilidad de ser reclamados. 
 
5. En el capítulo quinto se desarrollan las instituciones del derecho procesal encaminadas a 
instrumentar los problemas asociados a las uniones maritales de hecho o a las formas de 
vida análogas a la marital, se tiene como esencia de la norma procesal la efectividad de los 
derecho reconocidos por la norma sustancial, desde esa perspectiva es deber, de la ley y de 
la interpretación jurisprudencial garantizar al justiciable que se encuentre ante una situación 
de sociedad o de unión de hecho de carácter familiar, tener el derecho a ser oído atendiendo 
a los órganos jurisdiccional e incluso acudiendo a los medios alternativos de solución de 
conflictos, atender la solicitud del justiciable para salvaguardar su derecho intersubjetivo en 
el ámbito de la unión marital de hecho, o de forma de vida análoga a la marital, se elige 
como postulado para ser uso de la administración de justicia, sin olvida, que se trata por 
esencia del ejercicio de una acción pública, por ello toda persona, podrá hacer uso del acceso 
al sistema formal de justicia y desde allí reclamar su anhelo, el cual deberá ser verificado 
observando la teoría de los presupuestos procesales, estos como los elementos necesarios 





requieren para que la relación procesal nazca, se desenvuelva y culmine con una sentencia 
de mérito. Hoy por hoy, el derecho procesal civil moderno ha contemplado como fuente 
interpretativa y principialistica de todos los códigos la figura de la tutela judicial efectiva 
que propende que el justiciable cuando hace uso del derecho constitucional al acceso a la 
administración de justicia se le garantice que se le va a a resolver de fondo el asunto por el 
incoado como parte, obsérvese que la dimensión de dicha figura se encuentra desde el acto 
de parte del pretensor y acompaña a lo largo de cada uno de los estados procesales hasta 
llegar al acto sublime de la sentencia, luego tal institución gravita no solo en favor del 
pretensor sino también en pro del resistente a quien en igual manera se le deberá resolver de 
fondo lo invocado por el en la oportunidad para ejercer su derecho de defensa. La función 
jurisdiccional es un monopolio del Estado, es un poder-deber reglado de carácter público 
ejercido por órganos imparciales llamados jueces que solucionan conflictos de relevancia 
jurídica con la aplicación del derecho pre existente con autoridad de cosa juzgada, por eso 
cobra importancia la figura conocida como el juez tropos que desplaza al juez pasivo, que 
limita su accionar al de mero espectador del proceso y se limita a rendir  culto a la ley, se 
hace necesaria en los litigios de esta naturaleza; este juez propio del  Estado de Derecho, no 
tiene cabida dentro del modelo de Estado social de derecho, en el que se convierte en  
imperativo categórico para el juez  abandonar  “la concepción mecanicista y normativa 
absoluta y rígida, propia de la escuela de la exegesis”, asumiendo un nuevo rol según la cual 
el derecho es una constante evolución que se va ajustando a la realidad social, que al igual 
que esta no es estática sino que está en movimiento, por lo que las decisiones del juez debe 
considerar “todos los elementos necesarios para centrarlas en la realidad social, cerrando la 
brecha entre una Constitución garantista propia de un Estado Social de Derecho y una 
sociedad injusta, que se arrodilla ante el imperio de la Ley”. Este modelo de Juez se reconoce 
en las decisiones tomadas por la Corte Constitucional para llenar vacíos legislativos frente 
a la protección de la familia. Así ante la el vacío de la ley, el juez, debe considerar la realidad 
social y actuar como legislador del caso, pues el vacío legal impone una acción creadora 
cuando se trata de derechos humanos o fundamentales, de suerte que no se menoscabe el 






Los Jueces colombianos crean derechos y deberes por medio de sus decisiones. La 
Constitución Política señala en el Art.230 que "los jueces, en sus providencias, sólo están 
sometidos al imperio de la ley", ello legitima el reconocimiento judicial de garantías 
constitucionales. Así las cosas, si el legislativo no desarrolla integralmente el texto 
constitucional frente a la protección de la familia, le corresponde al juez crear reglas 
jurídicas a través de las cuales los ciudadanos ejerzan con plenitud sus derechos y libertades. 
Es por ello que se hace necesario concluir que, en Colombia, no obstante la dimensión de 
Estado social de derecho, en el que por disposición del artículo 228 Superior, las formas no 
deben convertirse en un obstáculo para la efectividad del derecho sustancial, sino que deben 
propender por su realización, la legislación se niega a reconocer los derechos de la 
concubina o el concubino, subordinándolas a una relación meramente de negocios. Frente a 
la omisión legislativa la sociedad de hecho entre concubinos desplazó la naturaleza y esencia 
de la familia, pues la jurisprudencia ha determinado que lo trascendental de la relación de 
la pareja no se limita al plano de lo afectivo y la intención de mantener una familia sino a la 
intención de sostener una sociedad, como en el caso de que ambos trabajen en el mismo 
negocio, o que el capital inicial haya sido aportado por ambos. 
 
Para el juez colombiano el concubinato, no crea por sí sólo comunidad de bienes, ni sociedad 
de hecho, y para que sea reconocida esta como sociedad, y no como unión entre concubinos, 
se debe observar la actividad en común que entre ellos se realice. 
 
Nuestra legislación permite la compatibilidad entre una Sociedad de hecho concubinaria 
con una sociedad conyugal vigente, motivo por el cual se hace indispensable desde el punto 
de vista de la fuente formal, buscar que en el escenario natural se profiera una norma que 
garantice a ese tercero desprovisto de garantía la posibilidad de buscar desde la óptica 
normativa su tutela jurídica. Situación que no ocurre para el día de hoy, pues, ha sido la 
labor pretoriana la encargada a partir de 1935, de elaborar la línea del precedente en pro del 
socio de hecho concubinario desprotegido, con el fin de garantizar únicamente sus efectos 
patrimoniales; lo anterior por cuanto el ordenamiento jurídico niega derechos personales al 
socio concubinario, subordinándolos a una relación meramente de negocios, vulnerando así 






En consecuencia, el ordenamiento jurídico debe propender desde las leyes procesales para 
una inclusión social en el que se reconozca las formas de estructura familiar diferente a las 
tradicionales, y donde la protección de sus derechos no sea en desarrollo de una actividad 
meramente jurisdiccional. 
 
En el Código General del Proceso a pesar de que en diversas normas reconoce el concepto 
de compañeros permanentes, no tiene normas que protejan a los miembros de la pareja 
cuando no se haya declarado la existencia de la convivencia permanente y se les reconozca 
como compañeros permanentes, lo cual plantea problemas de legitimación activa y pasiva 
en el momento de dilucidar algunos aspectos específicos de la relación, como en el caso de 
liquidación patrimonial. 
 
El proceso es un mecanismo para la defensa de los derechos de los ciudadanos e instrumento 
para la realización de la justicia. Los procesos sobre uniones de hecho o formas análogas a 
la vida marital, están impregnados de entornos muy difusos y conceptos indeterminados, lo 
que implica una gran dificultad para su prueba por lo que deben aportarse hechos de 
manifestaciones subjetivas, especialmente sobre hábitos, afectos y conducta personal, lo que 
implica una gran medida de apreciación subjetiva por parte del juzgador, obviamente esto 
genera que existan diversidad de interpretaciones, por tanto, una carencia tajante de 
uniformidad lo que atenta contra la seguridad jurídica y la predictibilidad en la 
administración de justicia. 
 
Debido al carácter de la unión de hecho o de formas análogas a la vida marital, que no 
requieren formalidad jurídica, y que está en la esfera de la intimidad de las personas, provoca 
que se den las más variadas formas de convivencia y conformación de objetivos comunes, 
incluso patrimoniales, por lo que para un proceso se plantean dificultades complejas de tipo 
probatorio. Por un lado, dado los conceptos indeterminados que han creado el legislador y 
la interpretación jurisprudencial; por otro lado, el carácter íntimo de estas relaciones se 
traduce en la dificultad de observadores directos sobre hechos constitutivos de la unión de 





intervenir usando la técnica de presunciones para establecer algunas que faciliten el tema 
probandum. 
 
En los procesos de uniones de hecho o tipo análogas a  la vida marital se erige el indicio 
como el mecanismo probatorio más idóneo para probar la relación o aspectos relacionados 
con ella. Esto supone que los jueces deben estar abiertos a la entrada de hechos muy 
subjetivos, aparentemente no constitutivos de la unión de hecho, pero que en convergencia 
con otros pueden producir inferencias plausibles que indiquen la existencia de la relación 
de hecho. 
 
6. En el capítulo seis se aborda el tema de la prueba y desde allí se exponen los principios 
del derecho a la prueba, el derecho a utilizar los medios de prueba, el derecho a la 
admisibilidad, practica y valoración de los medios prueba, posteriormente se hace una 
exposición sobre la prueba indiciaria, la testimonial, la documental, la confesión, la prueba 
por informe y la pericial, tendientes estas a la demostración de los hechos relevantes de las 
instituciones, a saber, la sociedad de hecho concubinaria, la unión marital de hecho, para 
demostrar los elementos axiológicos de cada uno de ellos, para la unión marital los 
elementos subjetivos y objetivos, en cuanto a la sociedad de hecho concubinaria se busca la 
demostración del ánimo de asociación, la aportación de bienes, ánimo de lucro, y el carácter 
civil o mercantil de la sociedad de hecho. Es evidente que al momento de la valoración 
probatoria y de la interpretación de los hechos se presenta por la calidad epistemológica de 
las pruebas, básicamente circunstanciales e indiciarias, y los hechos de tipo subjetivo, obliga 
a una gran carga de subjetividad del juzgador, pues tiene que realizar juicios de valor para 
apreciar los hechos en disputa y poder declarar cuales considera probados. Esto implica que 
el juzgador debe prescindir de los sesgos ideológicos y de los estereotipos, ampliando su 
motivación dando las razones de su interpretación sobre los conceptos indeterminados que 
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